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Época: Décima Época  
Registro: 2017196  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXIV/2018 (10a.)  
 
TELECOMUNICACIONES. EL ARTÍCULO 71, INCISO C), FRACCIÓN V, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA ABROGADA, NO VIOLA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LEGALIDAD Y 
SEGURIDAD JURÍDICA. 

 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que es 
constitucionalmente admisible que una norma sancionadora remita a otra para describir la conducta 
prohibida. Por tanto, el artículo 71, inciso C), fracción V, de la Ley Federal de Telecomunicaciones 
abrogada, que prevé que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes sancionará con multa de 
2,000 a 20,000 salarios mínimos por violaciones a disposiciones de la propia ley y las reglamentarias y 
administrativas que de ella emanen, no viola los derechos fundamentales de legalidad y seguridad 
jurídica, máxime que no carece de un parámetro de aplicación objetiva, al establecer un rango entre 
dos extremos de multas, una mínima y otra máxima, que no puede sobrepasar la autoridad aplicadora, 
y cuya individualización está sujeta a la motivación del caso concreto, acorde con las características 
específicas de la infracción. 
 
PRIMERA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017195  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: XXII.P.A.29 P (10a.)  
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL. SI EL ACTO RECLAMADO ES LA NEGATIVA DEL JUEZ DE 
CONTROL DE AUTORIZAR UN ACTO DE INVESTIGACIÓN QUE INVOLUCRE SOMETER A UN 
EXAMEN PSICOLÓGICO A LA PRESUNTA VÍCTIMA MENOR DE EDAD DEL HECHO 
DELICTUOSO DE ABUSO SEXUAL Y VIOLENCIA FAMILIAR, DURANTE LA ETAPA DE 
INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA, ATENTO A QUE CONFORME AL INTERÉS SUPERIOR 
DEL MENOR DEBE IMPEDIRSE SU REVICTIMIZACIÓN, ES IMPROCEDENTE CONCEDER DICHA 
MEDIDA, INCLUSO PARA MANTENER LAS COSAS EN EL ESTADO EN QUE SE ENCUENTRAN. 

 
El artículo 61, fracción XVII, de la Ley de Amparo establece la posibilidad de suspender el 
procedimiento penal por lo que respecta al quejoso, cuando se reclamen violaciones a los artículos 19 
y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pero no durante la etapa de 
investigación complementaria, sino una vez concluida la etapa intermedia y hasta que sea notificada la 
sentencia que recaiga al juicio de amparo pendiente. Por su parte, su artículo 129, fracción VIII, prevé 
la presunción legal de perjuicios al interés social y contravención al orden público cuando, de 
concederse la suspensión, se afecten intereses de menores a quienes se pueda causar trastorno, ya 
sea emocional o psíquico. En este sentido, si el acto reclamado consiste en la negativa del Juez de 
control de autorizar un acto de investigación que involucre someter a un examen psicológico a la 
presunta víctima menor de edad del hecho delictuoso de abuso sexual y violencia familiar, durante la 
etapa de investigación complementaria, es improcedente conceder la suspensión provisional 
solicitada, incluso para mantener las cosas en el estado en que se encuentran, en términos de los 
artículos 147 y 150 de la Ley de Amparo, pues para que dichos efectos paralizantes puedan tener 
cabida, es menester que la suspensión sea procedente; sin embargo, dada la etapa procesal en que 
se encuentra el procedimiento, así como la entidad y el peso de los bienes y valores jurídicos 
inmersos, que implican no revictimizar al menor sometiéndole a procedimientos que podrían replicar la 
vulneración de su integridad psicoemocional, dicha medida cautelar es improcedente. En esa virtud, la 
posible difícil o imposible reparación que la negativa de la suspensión pudiera irrogarle, no supera el 
contenido y alcance de las disposiciones de la ley de la materia enunciadas, pues además, su eventual 
reparabilidad se encuentra a resultas de la decisión que adopte el Juez de Distrito en el fondo, dentro 
de cuyos posibles efectos, de llegar a conceder el amparo, podría ordenarse la reposición de la etapa, 
sin trastocar el desarrollo de otras, ni extender plazos complementarios de investigación en detrimento 
de los principios de celeridad, contradicción, igualdad y continuidad del proceso penal acusatorio. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
st

a
d

e
lf

u
tu

ro
.o

rg
 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017194  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: XXII.P.A.28 P (10a.)  
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL. SI EL ACTO RECLAMADO ES LA NEGATIVA DEL JUEZ DE 
CONTROL DE AUTORIZAR UN ACTO DE INVESTIGACIÓN QUE INVOLUCRE SOMETER A UN 
EXAMEN PSICOLÓGICO A LA PRESUNTA VÍCTIMA DEL HECHO DELICTUOSO DE ABUSO 
SEXUAL Y VIOLENCIA FAMILIAR DURANTE LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN 
COMPLEMENTARIA, ES IMPROCEDENTE CONCEDER DICHA MEDIDA PARA EL EFECTO DE 
QUE SE PARALICE ESA ETAPA DEL PROCESO PENAL ACUSATORIO, EN TÉRMINOS DE LOS 
ARTÍCULOS 147 Y 150 DE LA LEY DE AMPARO. 

 
El artículo 61, fracción XVII, segundo párrafo, de la Ley de Amparo dispone que en el caso de que los 
actos reclamados sean de aquellos previstos en los artículos 19 y 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, solamente la sentencia de primera instancia hará que se consideren 
irreparablemente consumadas las violaciones para los efectos de la improcedencia del amparo 
indirecto, en cuyo caso, la autoridad que conozca del proceso penal, suspenderá el procedimiento por 
lo que respecta al quejoso, pero no durante la etapa de investigación complementaria, sino una vez 
concluida la etapa intermedia y hasta que sea notificada la sentencia que recaiga al juicio de amparo 
pendiente. En este contexto, cuando el acto reclamado consista en la negativa del Juez de control de 
autorizar un acto de investigación que involucre someter a un examen psicológico a la presunta víctima 
del hecho delictuoso de abuso sexual y violencia familiar durante la etapa de investigación 
complementaria, es improcedente conceder la suspensión provisional, para el efecto de que se 
paralice esa etapa del proceso penal acusatorio, en términos de los artículos 147 y 150 de la Ley de 
Amparo, pues para que dichos efectos paralizantes puedan tener cabida, es menester que la 
suspensión sea procedente y, en este tipo de casos, dada la etapa en que se encuentra el proceso 
penal, dicha medida cautelar es improcedente; máxime que la eventual reparabilidad que la negativa 
de la suspensión pudiera irrogarle al quejoso, se encuentra a resultas de la decisión que adopte el 
Juez de Distrito en el fondo, dentro de cuyos posibles efectos, de llegar a conceder el amparo, podría 
ser la reposición de la etapa, sin trastocar el desarrollo de otras, ni extender plazos complementarios 
de investigación en detrimento de los principios de celeridad, contradicción, igualdad y continuidad del 
proceso penal acusatorio. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017193  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXII.P.A.30 P (10a.)  
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL CAMBIO DEL REO DE 
SU CELDA A UNA DE CASTIGO DENTRO DEL CENTRO DE RECLUSIÓN EN EL QUE SE 
ENCUENTRA INTERNO. SI SE CONCEDIÓ DICHA MEDIDA, ES ILEGAL CONDICIONAR SUS 
EFECTOS PARA EL CASO DE QUE AQUÉL HAYA SIDO ORDENADO “POR RAZONES DE 
SEGURIDAD”. 

 
De conformidad con los artículos 138, 139 y 161 de la Ley de Amparo el Juez, al conceder la 
suspensión provisional, ha de fijar sus condiciones y efectos, ordenando que las cosas se mantengan 
en el estado que guardan hasta la notificación a la responsable de la suspensión definitiva, tomando 
las medidas convenientes para que no se defrauden derechos de terceros y se eviten perjuicios a los 
interesados, hasta donde sea posible, sin que quede sin materia el juicio de amparo y, si el acto se 
hace consistir en el traslado del reo de un centro penitenciario a otro, tendrá el efecto de que no se 
lleve a cabo. De ahí que, analógicamente, de concederse dicha medida al reo quejoso respecto del 
cambio de celda dentro del propio centro de reclusión (a una de castigo), sería ilegal que se 
condicionaran sus efectos para el caso de que haya sido ordenado “por razones de seguridad”, en 
tanto que esa condición conlleva el riesgo de que no tenga efecto material alguno pues, en esa 
hipótesis, bastaría que las autoridades responsables invocaran ulteriormente dicho propósito como 
inmerso en la orden reclamada, para que así se viera truncada la suspensión provisional concedida. 
Con todo, para que la ejecución de una medida de esta naturaleza pudiera ejecutarse, con base en 
razones concretas de seguridad, sería necesario que ese acto cumpliera, al menos, con los siguientes 
requisitos: a) en el origen de dicha orden de cambio de celda se halle el objetivo primordial de la 
preservación de la seguridad; b) el explícito propósito de seguridad sea anterior a la presentación de la 
demanda de amparo; y, además, c) inexista la finalidad de ejecutar, en el marco de un procedimiento 
administrativo sancionador carcelario, ese traslado o cambio de celda del reo como sanción o 
corrección disciplinaria. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017191  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: II.2o.P.63 P (10a.)  
 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL. SI SE 
TRATA DE DELITOS ANTERIORMENTE CLASIFICADOS COMO GRAVES, Y QUE LA 
LEGISLACIÓN ACTUAL HA ESTIMADO, EN PRINCIPIO, DE PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA 
(COMO EL DE ROBO CON VIOLENCIA REGULADO EN EL ARTÍCULO 9 DEL CÓDIGO PENAL 
DEL ESTADO DE MÉXICO), ES IMPROCEDENTE CONCEDER DICHA MEDIDA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 166, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE LA MATERIA (SISTEMA PROCESAL PENAL 
ACUSATORIO). 
 

En la ejecutoria que resolvió la contradicción de tesis 36/2012, el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación atendió un aspecto relacionado con el catálogo de delitos previstos en el artículo 
19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme a las reformas de 2008 y 
2011, y concluyó que se trataba de una cuestión de vigencia de la ley y, por ende, que debía 
entenderse que a la luz de la vigencia plena del nuevo sistema, esos aspectos deberían atenderse en 
términos de la ley que resultara vigente y aplicable, según el caso. Ahora bien, conforme al nuevo 
sistema, el concepto de gravedad carece de aplicabilidad desde el punto de vista técnico; empero, las 
legislaciones secundarias naturalmente parten de esa consideración lógica para determinar los 
supuestos de excepción que justifican la prisión preventiva, siguiendo los lineamientos 
constitucionales; de modo que la gravedad constituye un aspecto potencialmente subyacente en la 
decisión legislativa de identificar razonadamente los supuestos de excepción aludidos, que ahora se 
traducen en la precisión textual de aquellos casos en que necesariamente habrá lugar a esa medida 
cautelar. Esto, con independencia de todos los demás casos en que el propio sistema prevé que aun 
tratándose de delitos no considerados de prisión preventiva oficiosa, podrá decretarse dicha medida a 
petición del Ministerio Público, en aquellos otros supuestos en que la ley así lo permite 
justificadamente, respecto de lo cual, por lo general, no tiene conocimiento el Juez constitucional en 
cada caso para efectos de resolver sobre la suspensión. Por tanto, si se trata de delitos anteriormente 
clasificados como graves, como el de robo con violencia, es improcedente conceder la suspensión 
definitiva en términos de la fracción II del artículo 166 de la Ley de Amparo (que impide la eventual 
detención del imputado), pues con independencia de que el ilícito que en su carácter de probable se le 
atribuye al quejoso, de acuerdo con la información con que se cuenta para ese efecto y hasta ese 
momento, en términos del artículo 9 del Código Penal del Estado de México, aún es considerado como 
"grave", y que conforme a los artículos 194 del Código de Procedimientos Penales para la entidad 
(actualmente abrogado) y 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales se enmarca, en 
abstracto, como delito cometido por medios violentos (como el empleo de armas), es claro que siendo 
así, se trata entonces de uno de aquellos delitos a los que dichas legislaciones actualizadas y 
siguiendo los lineamientos del artículo 19 constitucional, en cuanto a la programatización del 
tratamiento excepcional de la prisión preventiva, al tratarse del nuevo sistema procesal penal, han 
estimado, en principio, de prisión preventiva oficiosa, y ello acarrea dicha consecuencia. Es decir, que 
la autoridad de amparo, para resolver sobre la suspensión, no puede suponer y prejuzgar 
apriorísticamente y en perjuicio del interés público, sino otorgarla, en su caso, de manera condicionada 
a la situación específica que corresponda al delito de acuerdo con la normatividad aplicable al caso 
concreto y la peculiaridad del asunto de que se trate. 
 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.  
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Época: Décima Época  
Registro: 2017190  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXI/2018 (10a.)  
 
SECRETO BANCARIO. EL ARTÍCULO 117, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 
CRÉDITO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 10 DE ENERO DE 2014, VIOLA EL DERECHO A LA VIDA PRIVADA. 

 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el secreto bancario o financiero es parte 
del derecho a la vida privada del cliente y, por tanto, está protegido por el principio de seguridad 
jurídica. En ese sentido, el artículo 117, fracción II, de la Ley de Instituciones de Crédito, en su texto 
anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 2014, que prevé 
como excepción a la protección del derecho a la privacidad de los clientes o usuarios de las 
instituciones de crédito, la obligación de dar noticia o información, cuando las autoridades que la 
soliciten sean los procuradores generales de justicia de los Estados de la Federación y del Distrito 
Federal o subprocuradores, para la comprobación del cuerpo del delito y de la probable 
responsabilidad del indiciado, viola el derecho a la vida privada, toda vez que la permisión que otorga 
dicho precepto a la autoridad ministerial no forma parte de la facultad de investigación de delitos 
contenida en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni de la 
extensión de facultades de irrupción en la vida privada expresamente protegidas por el artículo 16 de 
la propia Constitución; además, porque el acceso a dicha información implica que tenga la 
potencialidad de afectación del derecho a la autodeterminación de la persona, quien como titular de los 
datos personales es la única legitimada para autorizar su circulación; de ahí que la solicitud de 
información bancaria realizada por la autoridad ministerial debe estar precedida de autorización 
judicial. Lo anterior es así, en virtud de que el carácter previo del control judicial, como regla, deriva del 
reforzamiento que en la etapa de investigación penal se imprimió al principio de reserva judic ial de las 
intervenciones que afectan derechos fundamentales, toda vez que el lugar preferente que ocupan en el 
Estado se expresa a través de los controles que deben mediar para su afectación, como lo prevé en el 
artículo 1o. de la Constitución Federal. 
 
PRIMERA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017189  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.2o.A.E.58 A (10a.)  
 
SANCIONES IMPUESTAS A UN AGENTE ECONÓMICO POR EL INCUMPLIMIENTO DE LAS 
CONDICIONES A QUE SE SUJETÓ LA AUTORIZACIÓN DE UNA CONCENTRACIÓN. LA 
INSTITUCIÓN JURÍDICA DEL RECONOCIMIENTO DE INOCENCIA ES INAPLICABLE AL 
RESPECTO. 
 

De la jurisprudencia P./J. 99/2006, de rubro: "DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA 
LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR 
DE MANERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL, EN TANTO 
AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO.", así como de la 
ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 200/2013, que dio lugar al criterio jurisprudencial P./J. 
43/2014 (10a.), de título y subtítulo: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES 
APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O 
MODULACIONES.", se advierte que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoce 
diferencias entre el derecho administrativo sancionador y el derecho penal, ambas manifestaciones de 
la potestad punitiva del Estado, y que éstas explican que las reglas creadas para el segundo pueden 
aplicarse al primero, con los matices y adaptaciones necesarios, sólo en la medida en que sean 
compatibles con sus elementos esenciales y finalidad. Ahora, el reconocimiento de inocencia es una 
institución jurídica de carácter extraordinario y excepcional frente al principio de seguridad jurídica en 
su modalidad de cosa juzgada, que tiene por objeto corregir las inconsistencias existentes entre la 
verdad material y la formal, cuando habiendo condenado a una persona, posteriormente se demuestra 
de manera fehaciente e indubitable que es inocente; sin embargo, el reconocimiento de inocencia es 
incompatible con el procedimiento administrativo que se sustancie por la autoridad bajo la forma de un 
incidente de verificación del cumplimiento por un agente económico, de las condiciones a que se 
sujetó la autorización de una concentración, por lo cual, es inaplicable respecto de las sanciones en 
aquél impuestas, ya que dicha institución se encuentra justificada en la severidad de las 
consecuencias sociales que derivan de la sanción penal, las cuales no se encuentran presentes en las 
sanciones administrativas, por graves que éstas sean. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
st

a
d

e
lf

u
tu

ro
.o

rg
 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017188  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VIII.P.T.5 L (10a.)  
 
SALARIOS CAÍDOS. CUANDO LA CONDENA A SU PAGO ES MENOR A 12 MESES, ES 
IMPROCEDENTE EL PAGO DE LOS INTERESES PREVISTO EN EL TERCER PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

 
De una interpretación integral y armónica del tercer párrafo del artículo 48 de la Ley Federal del 
Trabajo, vigente a partir del 1 de diciembre de 2012, se advierte que el pago de intereses es 
improcedente cuando la condena por concepto de salarios caídos sea menor a 12 meses; lo que es 
así, en virtud de que si bien es cierto que el legislador, al reformar dicho precepto tuvo la intención de 
limitar el pago de los salarios caídos a un máximo de 12 meses, con el fin de evitar que los juicios 
laborales se prolongaran artificialmente, reduciendo sustancialmente los tiempos procesales, también 
lo es que al prever el pago de intereses tuvo la intención de indemnizar al trabajador por los salarios 
caídos que dejaría de percibir con posterioridad a dicho término; de donde se concluye que la condena 
al pago por concepto de intereses es improcedente cuando la relativa al pago de salarios caídos es 
menor de 12 meses, pues en este caso, no existe nada que indemnizar. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017187  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: II.2o.P.62 P (10a.)  
 
REVISIÓN EXTRAORDINARIA DE SENTENCIA EJECUTORIADA. EL SUPUESTO RELATIVO 
PREVISTO EN LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 307 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES PARA EL ESTADO DE MÉXICO ABROGADO, IMPLICA UNA HIPÓTESIS DE 
IMPOSIBILIDAD LÓGICA AJENA E INDEPENDIENTE A LA CONCURRENCIA LEGAL DE 
RESPONSABILIDAD MÚLTIPLE POR AUTORÍA Y PARTICIPACIÓN DIFERENCIADA. 

 
No puede considerarse la actualización de la hipótesis planteada por el quejoso, relativa a la existencia 
de diversos reos a los que se haya condenado por el mismo delito por el que fue procesado y 
sentenciado, y que las pruebas fehacientes de carácter superviniente, hicieran "imposible que todos lo 
hayan cometido'', pues no se actualiza el supuesto de la fracción IV del artículo 307 del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado de México abrogado. En efecto, el precepto citado se refiere a 
un caso hipotético en el que la naturaleza del delito y forma de intervención atribuida a cada imputado 
hiciera imposible (jurídica y lógicamente hablando), que dos o más personas lo realizaran, por ejemplo, 
que un homicidio atribuido a título de autor directo mediante una sola acción (disparo o lesión mortal), 
en circunstancias específicas de espacio y tiempo, se pretenda atribuir igualmente a título de autor 
directo del mismo accionar, a dos o más personas distintas y en circunstancias espacio–temporales 
igualmente diferentes; situación que, resulta lógicamente imposible, pues ambas hipótesis de 
comprobación, en ese caso, se excluirían de manera irreductible. Sin embargo, ese supuesto de 
procedencia de la llamada revisión extraordinaria de sentencia ejecutoriada, implica una hipótesis de 
imposibilidad lógica ajena e independiente al tema de las posibilidades legales de responsabilidad por 
las variadas formas de intervención y, por ende, no comprende los diversos supuestos en los que 
varios activos son responsables del mismo delito, en virtud de la concurrencia de distintas maneras de 
intervención (autoría y participación), válidamente actualizables como una forma de dispositivo 
amplificador del tipo, mediante el cual, la dogmática jurídico–penal y el legislador establecen 
racionalmente en qué casos y por qué, respecto de un mismo hecho delictivo, deben responder 
penalmente todos los que intervengan, ya sea como autores o partícipes. Por tanto, si a varios 
imputados (coinculpados en el ámbito penal o de justicia para adolescentes), se les juzga por un 
mismo delito y conforme a sus diversas calidades de autores o partícipes, es irrelevante que por 
separado se les absuelva o condene a unos u otros, pues la responsabilidad penal es personalísima y 
cada juzgamiento o reproche atañe tan sólo al ámbito de competencia de cada persona conforme al 
principio de culpabilidad elemental y no resulta imposible para efectos de la revisión extraordinaria de 
que se habla, que varios acusados resulten condenados por su intervención simultánea en el mismo 
hecho punible. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017186  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. LXI/2018 (10a.)  
 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DE ESTE RECURSO 
NO PUEDE SUBSANARSE EL PROCEDIMIENTO DEL JUICIO, AUN CUANDO SE ADVIERTA UN 
ERROR EN LA VÍA DE AMPARO, AL NO CONSTITUIR UNA CUESTIÓN CONSTITUCIONAL. 

 
Al ser el recurso de revisión en amparo directo un medio excepcional y extraordinario en el que se 
analizan y revisan las cuestiones de constitucionalidad que surjan en la sentencia de un juicio 
constitucional uniinstancial, no puede subsanarse el procedimiento de dicho juicio para efectos de su 
procedencia, ni siquiera al advertirse un error en la vía de amparo, pues en términos del artículo 107, 
fracción XI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la finalidad del recurso no es 
analizar los actos procesales del juicio, sino sólo las cuestiones de constitucionalidad que fueron 
estudiadas en él. 
 
PRIMERA SALA 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
st

a
d

e
lf

u
tu

ro
.o

rg
 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017182  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXIV/2018 (10a.)  
 
PUBLICACIÓN DE DATOS DE CONTRIBUYENTES QUE TENGAN A SU CARGO CRÉDITOS 
FISCALES DETERMINADOS Y EXIGIBLES, NO PAGADOS O GARANTIZADOS. EL ARTÍCULO 69, 
PÁRRAFOS PENÚLTIMO, FRACCIÓN II, Y ÚLTIMO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
CONTIENE UN ACTO DE MOLESTIA RESPECTO DEL CUAL NO RIGE EL DERECHO DE 
AUDIENCIA PREVIA. 

 
El precepto citado prevé la publicación de la lista de los contribuyentes que tengan a su cargo créditos 
fiscales determinados y exigibles, que no se encuentren pagados ni garantizados, lo cual constituye un 
acto de molestia en el que no rige el derecho de audiencia previa, ya que se trata de un supuesto de 
excepción a la reserva de información de los contribuyentes y que constituye un acto de información 
para las personas que celebran operaciones comerciales con aquéllos. Por tal motivo, su 
constitucionalidad deriva de que las formalidades que deben observarse para los actos de molestia se 
desprenden directamente del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
esto es, que se emita por escrito, por autoridad competente y con la debida fundamentación y 
motivación. Además, el último párrafo del artículo 69 del Código Fiscal de la Federación, prevé el 
procedimiento de aclaración ante el Servicio de Administración Tributaria, en el que podrán aportarse 
pruebas y se deberá resolver en el plazo de 3 días, contados a partir del día siguiente al en que se 
reciba la solicitud correspondiente. 
 
SEGUNDA SALA 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017181  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LX/2018 (10a.)  
 
PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1401, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, AL ESTABLECER EL REQUISITO RELATIVO A 
PROPORCIONAR EL NOMBRE Y LOS APELLIDOS DE LOS TESTIGOS AL MOMENTO DE 
OFRECERLA, NO VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
El precepto citado, al establecer el requisito relativo a proporcionar el nombre y los apellidos de los 
testigos al momento de ofrecer la prueba testimonial en el juicio ejecutivo mercantil, no tiene un 
contenido frívolo ni excesivo; por lo que no viola el derecho de acceso a la justicia reconocido por el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues los justiciables deben 
acceder a la jurisdicción conforme a los plazos y requisitos previstos por el legislador en la medida en 
que éstos persigan un fin constitucionalmente válido, en el caso, asegurar la continuidad y la agilidad 
de los juicios ejecutivos mercantiles y a la vez garantizar la seriedad del ofrecimiento de la prueba 
testimonial, tomando en cuenta que se trata de juicios que versan sobre una pretensión fundada en 
título con ejecutoriedad preconstituida. En este sentido, la prueba testimonial ofrecida, en todo caso 
está directamente relacionada con la materia de la litis; de ahí que el hecho de proporcionar el nombre 
y los apellidos de quien ha de comparecer como testigo garantiza que el medio probatorio no se ofrece 
únicamente con el ánimo de dilatar el proceso, porque dada la naturaleza de la acción ejecutiva 
mercantil, es al contestar la demanda cuando el oferente conoce a cabalidad la materia de la litis, la 
cual parte de la validez del documento base de la acción, por lo que se presume que las excepciones y 
defensas del demandado están dirigidas a controvertir ese documento y, en todo caso, la prueba 
testimonial debe precisar a cargo de quién correrá, incluso, considerando que la norma también prevé 
la salvedad de este requisito cuando se tratare de prueba superveniente. 
 
PRIMERA SALA 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017179  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.3o.C.96 K (10a.)  
 
PRESUNTOS ACTOS DE CORRUPCIÓN ADVERTIDOS DEL EXPEDIENTE. EL JUEZ DE AMPARO 
ESTÁ FACULTADO PARA DAR VISTA OFICIOSAMENTE A LA AUTORIDAD COMPETENTE PARA 
LOS EFECTOS LEGALES A QUE HUBIERA LUGAR. 

 
Si de las constancias de autos y de las manifestaciones de las partes se advierten presuntos actos de 
corrupción cometidos, ya sea entre las partes o entre las partes y los operadores de justicia, el 
juzgador de amparo está facultado para dar vista oficiosamente a la autoridad competente para los 
efectos legales a que haya lugar. Por tanto, aunque no sea litis en el juicio de origen la cuestión del 
presunto acto de corrupción, sino la prestación de servicios profesionales entre el quejoso y su 
abogado patrono como tercero interesado, el Juez constitucional debe actuar en ese sentido. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017178  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: VII.2o.C.150 C (10a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA. LA BASE SALARIAL SOBRE LA QUE SE CALCULA SU MONTO 
COMPRENDE TODOS LOS INGRESOS QUE OBTIENE EL DEUDOR ALIMENTARIO Y, POR ENDE, 
LOS DESCUENTOS ESTABLECIDOS DEBEN HACERSE SOBRE EL CIEN POR CIENTO DE SUS 
INGRESOS REALES, PARA CADA UNA DE LAS QUE SE HAYAN FIJADO. 
 
La base salarial que sirve para el cálculo del porcentaje decretado como pensión alimenticia, está 
conformada por la cantidad neta resultante con posterioridad a los descuentos que legalmente deben 
hacerse a la suma bruta devengada por el deudor alimentario y, por regla general, sólo pueden formar 
parte de las deducciones excluidas de esa base salarial alimentaria, aquellas que se realizan por 
imperativo legal. Por ello, cuando el deudor alimentista contrae diversas obligaciones sobre el 
suministro de alimentos en favor de su cónyuge, hijos, concubina, ex cónyuge, ex concubina, pareja 
estable o ex pareja, el ejecutor (patrón) debe realizar los descuentos establecidos a favor de cada 
acreedor sobre la base descrita, esto es, sobre el cien por ciento para cada una de las pensiones 
fijadas y no sobre el remanente; considerando que no existe disposición constitucional o legal que lo 
prohíba ni alguna que faculte a hacerlo conforme al principio que dice: "el primero en tiempo es 
primero en derecho". 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017177  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XVII.2o.P.A.27 P (10a.)  
 
MINISTERIO PÚBLICO. SI OMITE INFORMAR AL JUEZ DE CONTROL QUE EN RELACIÓN CON 
LOS HECHOS IMPUTADOS AL ACUSADO YA SE HABÍA DETERMINADO LA NO VINCULACIÓN 
A PROCESO, Y LOS RAZONAMIENTOS QUE LO SUSTENTARON, ASÍ COMO LOS ELEMENTOS 
DE INVESTIGACIÓN NOVEDOSOS CON LOS CUALES SUBSANÓ LA DEFICIENCIA, FALTA AL 
DEBER DE LEALTAD QUE RIGE EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. 

 
Conforme a los artículos 128 y 131, fracción XX, del Código Nacional de Procedimientos Penales, el 
Ministerio Público debe proporcionar información fidedigna al órgano jurisdiccional y al imputado sobre 
los hechos y hallazgos en la investigación; asimismo, tendrá el deber de no ocultar a los intervinientes 
elemento alguno que pudiera resultar favorable para la posición que ellos asumen, sobre todo, cuando 
resuelva no incorporar alguno de esos elementos al procedimiento, salvo la reserva que en 
determinados casos la ley autorice en las investigaciones; de donde deriva que es obligación del 
Ministerio Público referirse a todos los hechos, entre los cuales se encuentra, informar a la autoridad 
jurisdiccional que con anterioridad y ante diverso Juez de Control, en relación con los hechos 
imputados al acusado, ya se había determinado la no vinculación a proceso a favor del imputado y los 
razonamientos que lo sustentaron, así como los elementos de investigación novedosos con los cuales 
subsanó la deficiencia, para el efecto de modificar la determinación anterior; de no hacerlo así, las 
resoluciones que dictan los Jueces de Control no tendrían ningún efecto procesal, pues bastaría con 
solicitar una nueva formulación de imputación y vinculación a proceso, acudiendo de manera múltiple y 
reiterada a diversos Jueces de Control para verificar a criterio de cuál, con los mismos datos de 
prueba, sí se acreditan el hecho ilícito considerado como delito y la probable responsabilidad del 
imputado; conducta de la representación social con la que faltaría al deber de lealtad que rige en el 
sistema penal acusatorio. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017176  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXIII/2018 (10a.)  
 
MEDIDAS ADMINISTRATIVAS EN MATERIA ENERGÉTICA. LOS ARTÍCULOS 25, FRACCIÓN I Y 
DÉCIMO CUARTO TRANSITORIO DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL 
EJERCICIO FISCAL DE 2017 QUE LAS PREVÉN, TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE 
SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL. 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 80/2003, estableció 
que existe un régimen especial para la expedición de la Ley de Ingresos de la Federación, establecido 
en el artículo 74, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dota a 
ese ordenamiento secundario de un contenido determinado, de carácter tributarista, encaminado a que 
se legisle sobre las contribuciones que deba recaudar el erario federal o, en su caso, que tenga una 
vinculación estrecha con lo relativo a los ingresos que obtendrá la Federación; de lo que deriva que si 
ese contenido no es respetado por el legislador ordinario, mediante la inclusión en dicho ordenamiento 
de elementos exógenos y asistemáticos –que no tengan el carácter tributarista citado– convierte a 
éstos en elementos inconstitucionales. Ahora bien, de los artículos 25, fracción I, y décimo cuarto 
transitorio de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2017, que establecen que 
los titulares de permisos de distribución y expendio al público de gasolinas, diésel, turbosina, gasavión, 
gas licuado de petróleo y propano –adicionalmente a las obligaciones previstas en el artículo 84 de la 
Ley de Hidrocarburos– deben reportar a la Comisión Reguladora de Energía sobre los precios de 
venta al público y los volúmenes comprados y vendidos de dichos combustibles, así como de su 
estructura corporativa y de capital, en los términos y las fechas ahí precisados, se advierte que las  
obligaciones que prevén tienen como finalidad: a) asegurar la adecuada protección a los 
consumidores; b) fortalecer y complementar las facultades de las dos agencias especializadas en 
materia de competencia y regulación energética; y c) facilitar el monitoreo continuo de los precios al 
público de las gasolinas y el diésel, entre otros combustibles; de lo que se concluye que tales 
obligaciones están relacionadas con las materias de competencia económica y regulación 
administrativa del sector energético, al orientarse a la adecuada protección a los consumidores y al 
monitoreo de los precios al público de diversos combustibles, y no con la determinación o fiscalización 
de obligaciones de carácter tributario, ya sean sustantivas o meramente formales, por lo que 
transgreden el principio de supremacía constitucional, pues no respetan el régimen especial que, para 
la expedición de ese ordenamiento, establece el artículo 74, fracción IV, de la Constitución Federal. 
 
SEGUNDA SALA 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017175  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: II.2o.P.66 P (10a.)  
 
MEDIOS DE PRUEBA EN EL SISTEMA PENAL ORAL DE TIPO ACUSATORIO. SALVO 
EXCEPCIONES JUSTIFICADAS, CONTRA SU ADMISIÓN EN LAS ETAPAS INTERMEDIA O DE 
JUICIO ORAL ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, DE ACUERDO CON EL ASPECTO 
LÓGICO DE VALORACIÓN POST FACTO DE SU TRASCENDENCIA AL RESULTADO DEL 
FALLO. 

 
Para efectos de determinar la procedencia excepcional del amparo indirecto, es de estimarse que 
independientemente de la etapa en que se resuelva (intermedia o de juicio oral), existe un aspecto 
fundamental a considerar tratándose de la admisión o no de medios de prueba en el sistema penal oral 
de tipo acusatorio, a efecto de estar en posibilidad de determinar si realmente se afecta un derecho 
sustantivo, como sería el de defensa adecuada, que justifique la procedencia, por excepción, o si en 
ese momento únicamente implica una cuestión intraprocesal; y éste se refiere a la conducencia, 
idoneidad o utilidad del medio de prueba en cuestión, en relación con el hecho que pretenda probarse, 
lo cual, constituye un aspecto que no se limita a la cuestión formal de su admisibilidad en sí misma, 
sino que implica una necesaria porción de análisis valorativo de su eventual eficacia desde el punto de 
vista cualitativo y, por ello, inexorablemente, salvo casos de excepción, se requiere del examen 
contextual de la prueba de referencia y su trascendencia y conducencia en relación con el acto 
previamente realizado de valoración que ocurre precisamente en la sentencia; de modo que, la 
posibilidad de afirmar, por ejemplo, que la inadmisión de un medio de prueba afecta un derecho 
sustantivo de modo irreparable, por regla general, no puede anticiparse apriorísticamente prejuzgando 
sin fundamento lógico, sino únicamente post facto al dictado del fallo, a fin de establecer esa 
pertinencia e indispensabilidad en el contexto del eventual resultado valorativo. Por tanto, sólo 
mediante su revisión en alzada, o bien, en el amparo directo, puede realmente determinarse de 
manera cierta la valoración indebida de una prueba ilícita o si aquella inadmisión de pruebas 
trascendió o no en la sentencia emitida en perjuicio del quejoso y si su ausencia en cuanto a 
incorporación hace ineludible de acuerdo a los fines del proceso penal, catalogarla o no como violación 
procesal que ineludiblemente amerite la reposición procedimental. Por ello, desde una perspectiva 
lógico-funcional, en esos supuestos, el amparo indirecto, por lo general, es improcedente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017174  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.2o.A.E.59 A (10a.)  
 
LICITACIONES PÚBLICAS. FACULTADES QUE EL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL OTORGA AL ESTADO, EN SU POSICIÓN DE ENTE REGULADOR DE LOS 
PROCEDIMIENTOS RELATIVOS. 

 
El artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contiene diversos 
mandatos, como los relativos a que: las concesiones deben otorgarse mediante licitación pública, por 
ser el procedimiento que asegura la máxima concurrencia; se prevengan fenómenos de concentración 
que contraríen el interés público; se asegure el menor precio de los servicios del usuario final; y, en 
ningún caso el factor meramente económico será determinante para definir al ganador de la licitación, 
de los cuales se advierte la autorización al Estado para que introduzca ciertas modalidades a los 
procedimientos licitatorios. En ese sentido, la orden constitucional de que se prevengan fenómenos de 
concentración, implica que el Estado, en su posición de ente regulador, puede adoptar los mecanismos 
necesarios para alcanzar ese fin, entre ellos, otorgar ventajas o incentivos a quienes son nuevos 
competidores, pues así se favorece la participación de quienes no son titulares de otras concesiones. 
Asimismo, la directriz constitucional de que el factor económico no sea determinante para la elección 
del oferente ganador significa, a su vez, que el órgano regulador tiene la facultad de introducir otros 
criterios para calificar las posturas en la licitación, los cuales implican que se establezcan distinciones 
acordes con los principios de idoneidad, racionalidad y proporcionalidad que rigen el ejercicio de las 
potestades regulatorias, sin que ello viole el principio constitucional de igualdad, que rige en el ejercicio 
de las funciones públicas y el procedimiento de licitación, pues no prohíbe que en el diseño de las 
bases del concurso relativo se incluyan criterios de oportunidad, mérito, conveniencia o técnicas para 
dictar el fallo, ni impide que se introduzcan criterios cuya aplicación conduzca a preferir unas 
propuestas respecto de otras, es decir, que sienten las bases para hacer distinciones entre los 
concursantes, máxime que las mejores prácticas internacionales aconsejan que se atienda a otros 
factores o parámetros en función de una serie de criterios objetivos y subjetivos, para elegir la 
propuesta ganadora. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017173  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: II.2o.P.60 P (10a.)  
 
LIBERTAD BAJO PROTESTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 419 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. EL HECHO DE QUE SE DECRETE ESTA FORMA DE CULMINAR 
LA PRISIÓN PREVENTIVA NO IMPIDE QUE, DE SER NECESARIO, SE REPONGA EL 
PROCEDIMIENTO. 
 
La reposición del procedimiento no depende de la condición en que se encuentre el imputado respecto 
al tipo de medida cautelar o preventiva aplicable, como la prisión, pues ésta atiende a diversos motivos 
justificadores y si, dado el caso, se llegara a permanecer en ese estado un lapso igual o mayor al 
previsto como pena del delito de que se trate, o exista incluso una sentencia de primer grado (no 
definitiva, al haber sido impugnada y objeto de apelación donde se ordenó precisamente la reposición), 
y el lapso de la sanción impuesta en cuanto a la duración de la pena de prisión ya se haya alcanzado o 
rebasado por la prisión preventiva, ésta deberá cesar en función de su propia naturaleza y acorde con 
el artículo 419 del Código Federal de Procedimientos Penales (actualmente abrogado), que se conoce 
doctrinalmente como "libertad bajo protesta", pues evidentemente debe culminar esa condición 
preventiva; mas ello no es por haber compurgado la pena (pues no puede compurgarse una sanción 
que no quedó firme), sino porque en un caso como ése, al margen del cese de la prisión preventiva 
donde ya no pueda agravarse la situación del imputado, ello no impide que, de ser necesario, se 
reponga el procedimiento, pues subsisten no obstante los fines del proceso para el debido 
esclarecimiento y resolución de la causa penal en cuestión, con independencia del tiempo transcurrido. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017172  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VIII.1o.C.T.3 L (10a.)  
 
JUBILACIÓN. AL NO TRATARSE DE UN BENEFICIO DE SEGURIDAD SOCIAL, SU RECLAMO, 
COMO PRESTACIÓN PRINCIPAL, DEBE TRAMITARSE EN EL PROCEDIMIENTO ORDINARIO. 

 
El otorgamiento del derecho a la jubilación no deriva de los seguros que componen el régimen 
obligatorio del Seguro Social, organizado y administrado por el Instituto Mexicano del Seguro Social, ni 
de los que, conforme a la Ley del Seguro Social y la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores, deban cubrir este instituto y las Administradoras de Fondos para el Retiro, de 
modo que su reclamo debe tramitarse en el procedimiento ordinario, en términos del artículo 870 de la 
Ley Federal del Trabajo, al no tratarse de un beneficio en materia de seguridad social de los previstos 
en los artículos 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 899-A de la Ley 
Federal del Trabajo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO.  
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Época: Décima Época  
Registro: 2017171  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: XVII.2o.P.A.28 P (10a.)  
 
INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA. CONTRA LA NEGATIVA DEL JUEZ DE CONTROL DE 
ACCEDER A LA SOLICITUD DE LA DEFENSA DEL IMPUTADO DE SEÑALAR FECHA Y HORA 
PARA AUDIENCIA A FIN DE DEBATIR SOBRE EL DESAHOGO DE DIVERSAS PRUEBAS EN 
ESTA ETAPA DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO, AL SER UN ACTO QUE, POR SÍ MISMO, NO AFECTA MATERIALMENTE 
DERECHOS SUSTANTIVOS. 

 
El acuerdo pronunciado por el Juez de control, en la etapa de investigación complementaria, que forma 
parte del procedimiento penal acusatorio y oral, mediante el cual determinó que no era posible acceder 
a la solicitud realizada por la defensa del imputado de señalar fecha y hora para audiencia a fin de 
debatir sobre el desahogo de diversas pruebas, no afecta de manera directa e inmediata derechos 
fundamentales del quejoso, reclamables en el juicio de amparo indirecto, pues no genera, por sí 
mismo, una afectación material a derechos sustantivos, ya que sólo produce una lesión jurídica de 
naturaleza formal que puede o no trascender al sentido de la resolución definitiva que en su momento 
llegue a pronunciarse; además, existe la posibilidad de que en la etapa intermedia o de preparación del 
juicio, solicite los medios de prueba que estime pertinentes para acreditar su teoría del caso, por ser 
dicha etapa la que tiene por objeto el ofrecimiento y la admisión de los medios de prueba, de 
conformidad con el artículo 334 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017170  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXI.2o.P.A.24 A (10a.)  
 
IMPUESTO PREDIAL. SU AUTOLIQUIDACIÓN, FUNDADA EN LA LEY DE CATASTRO 
MUNICIPAL DEL ESTADO DE GUERRERO NÚMERO 676, PUBLICADA EN EL PERIÓDICO 
OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 3 DE ENERO DE 1984, ES INCONSTITUCIONAL. 

 
Este Tribunal Colegiado de Circuito sostiene el criterio de que el decreto que contiene la ley 
mencionada, no tiene el refrendo del entonces secretario de Finanzas de la entidad, por lo que carece 
del requisito de validez que establecía el numeral 76 de la Constitución Política Local, vigente en el 
año indicado; lo que conlleva su inconstitucionalidad y la de los actos que de ella emanan. Lo anterior, 
con base en la jurisprudencia 2a./J. 95/2011, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, de rubro: "REFRENDO DE LOS DECRETOS PROMULGATORIOS DEL TITULAR DEL 
EJECUTIVO DEL ESTADO DE QUINTANA ROO. CORRESPONDE AL SECRETARIO DE 
GOBIERNO Y AL FUNCIONARIO DEL RAMO RELATIVO.". Por tanto, el pago voluntario del impuesto 
predial, esto es, su autoliquidación, fundada en la norma hacendaria aludida, aun cuando no emane de 
un acto específico de autoridad, es inconstitucional, porque puede impugnarse cualquier forma de 
aplicación concreta de la ley tributaria. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017169  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: XXII.P.A.23 P (10a.)  
 
IGUALDAD ANTE LA LEY. PARÁMETRO DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL RELATIVO AL 
DERECHO HUMANO A LA NO DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO COMO PRINCIPIO 
RECTOR DEL PROCESO PENAL ACUSATORIO. 

 
Los artículos 1o. y 20, apartado A, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establecen que toda persona gozará de los derechos humanos reconocidos en la 
Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte, y que las 
normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la Constitución y los 
tratados referidos favoreciendo la protección más amplia a las personas, prohibiendo toda 
discriminación motivada por el género, las preferencias sexuales, las condiciones de salud, entre otros 
aspectos; asimismo, que el proceso penal tiene por objeto, entre otros, el esclarecimiento de los 
hechos y la protección al inocente, lo que implica para todos los operadores del sistema de justicia 
penal, la observancia del parámetro de regularidad constitucional en relación con el derecho humano a 
la no discriminación. Por su parte, el artículo 10 del Código Nacional de Procedimientos Penales, es 
conforme con esta visión, pues dispone que todas las personas que intervengan en el procedimiento 
penal recibirán el mismo trato y tendrán las mismas oportunidades para sostener la acusación o la 
defensa y no admitirá discriminación motivada por género, condición de salud, entre otras, y establece 
la obligación de las autoridades de velar porque las personas en estas condiciones o circunstancias, 
sean atendidas a fin de garantizar la igualdad sobre la base de la equidad en el ejercicio de sus 
derechos; de manera que el principio de igualdad ante la ley, establecido en este numeral, no se 
reduce a la enunciación de la igualdad, sino que persigue una igualdad material mediante la 
compensación de las asimetrías o de las desventajas en que pudieran encontrarse las partes en el 
proceso. Relacionado con lo anterior, en su fuente convencional, el derecho humano de la mujer a una 
vida libre de violencia y discriminación deriva de los artículos 2, inciso c), 6, 7 y 9 de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belém do 
Pará), así como de los diversos 2, 5 y 12 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer, instrumentos que reconocen la igualdad de la mujer ante la ley, y el 
deber de toda autoridad de evitar el trato discriminatorio por motivos de género. De lo cual se colige 
que el derecho de la mujer a una vida libre de discriminación y de violencia se traduce en la obligación 
de toda autoridad de actuar y juzgar con perspectiva de género, esto es, de velar por que en toda 
controversia jurisdiccional donde se advierta una situación de violencia, discriminación o vulnerabilidad 
por razones de género, ésta sea tomada en cuenta a fin de visualizar claramente la problemática y 
garantizar el acceso a la justicia de forma efectiva e igualitaria, lo cual pretende combatir argumentos  
estereotipados e indiferentes para el pleno y efectivo ejercicio del derecho a la igualdad. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017168  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: XXII.P.A.24 P (10a.)  
 
HOMICIDIO CALIFICADO DE RECIÉN NACIDO COMETIDO POR SU PROGENITORA. LA 
DESESTIMACIÓN DE LOS ARGUMENTOS DEFENSIVOS, CON BASE EN EL SENTIDO COMÚN Y 
EN LA IDEA PRECONCEBIDA DE LA CONDICIÓN DE LA MUJER EMBARAZADA Y SU 
COMPORTAMIENTO, CONSTITUYE UNA DISCRIMINACIÓN HACIA LA IMPUTADA, MOTIVADA 
POR RAZÓN DE GÉNERO. 
 

Si el tribunal de enjuiciamiento desestima argumentos defensivos del agente del hecho que la ley 
señala como delito de homicidio calificado de recién nacido, en los que alega desconocimiento de su 
estado de embarazo y falta de capacidad para reaccionar en el momento del nacimiento de su hijo, 
con base en el sentido común y en la idea preconcebida de la condición de la mujer embarazada y su 
comportamiento, así como en la opinión de un experto que no señala evidencia científica relevante que 
sustente su opinión, o la aplicación del método científico, mediante la realización de pruebas empíricas 
o de refutabilidad; o que la teoría o técnica científica aplicada haya sido sometida a la opinión de la 
comunidad científica, o que se conozca su margen potencial de error y cuáles son los estándares que 
controlen su aplicación; esas afirmaciones valorativas denotan que dicho tribunal se arroga una visión 
del derecho reducida a juicios del sentido común o máximas de la experiencia que no tiene, pues caen 
en el ámbito de lo científico en donde hay una cuestión de género inmersa que se resuelve a partir de 
un prejuicio o estereotipo, basado en el sentido común y en la idea preconcebida de la condición de la 
mujer embarazada y su comportamiento; lo que patentiza una discriminación hacia la imputada, 
motivada por razón de género; actuar que le está vedado, tanto por disposiciones de carácter nacional 
como internacional, que constituyen el parámetro de regularidad constitucional relativo al derecho de 
no discriminación. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017167  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XXII.P.A.27 P (10a.)  
 
FRAUDE GENÉRICO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 193, PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO 
PENAL PARA EL ESTADO DE QUERÉTARO. NO SE CONFIGURA EL ELEMENTO "ENGAÑO" DE 
ESTE DELITO, ENTRE EL PROVEEDOR DE INSUMOS Y EL PRODUCTOR Y DISTRIBUIDOR, 
ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE ÉSTE EN EL PAGO DE AQUÉLLOS Y DE LAS GANANCIAS 
PROYECTADAS. 

 
Del precepto mencionado se advierte que el primer elemento constitutivo del tipo penal de fraude 
genérico es la existencia del engaño. En ese sentido, de conformidad con la doctrina acreditada y la 
jurisprudencia del Poder Judicial de la Federación, dicha figura delictiva exige para su plena 
acreditación que el medio comisivo sea justamente el engaño, por virtud del cual es vencida la 
resistencia natural del pasivo, dirigida mediante una falsa representación de la realidad desde el 
momento en que se celebra el acto jurídico por el que se accede al lucro indebido. Al respecto, el 
tratadista Francesco Carrara distingue que en este delito –también conocido como estelionato o 
estafa–, el dolo del sujeto activo se traduce en la astucia para tramar el error en que se hace incurrir a 
la víctima, y diferencia entre el artificio material y artificio verbal, de donde se sigue que el fraude no 
puede hacerse consistir para ese elemento de engaño, en la mera utilización de simples palabras 
mentirosas, sino que necesariamente exige algo material, una especie de aparato escénico, así sea 
incluso mediante la intervención de una tercera o terceras personas que den crédito a las palabras del 
mentiroso, pues en la apreciación objetiva de la falsedad debe ser posible para cualquier observador 
razonable que el ardid es verosímil a tal grado de vencer la sensatez de cualquier persona madura en 
la cultura media y con base en el sentido común. Por tanto, si el supuesto defraudador se hace pasar o 
dice ser empresario de determinada rama de la industria, no bastará con que sólo así lo diga, s ino que 
presentaría ante su víctima la escenificación o montaje que conduzca, razonablemente, a pensar que 
el negocio es justo, factible y convincente. De ahí que el engaño implicaría la prueba objetiva de esa 
falsedad mediante el desmantelamiento de aquella ficticia representación, por ejemplo, a través del 
recabamiento o hallazgo de elementos probatorios que permitieran apreciar que el sujeto activo no es 
empresario, ni se maneja en la industria mediante la que ofreció el acuerdo mercantil, o bien de que 
siéndolo o habiéndolo sido, contrató a sabiendas de su incapacidad material para la consecución de 
las metas trazadas al momento de celebrar el negocio jurídico. En esa medida, la sola celebración de 
un acuerdo de voluntades que por las razones que sean, es incumplido por aquel a quien se imputa el 
fraude, en su carácter de productor y distribuidor, ya sea por no pagar por los objetos o insumos que 
recibió por el proveedor de éstos o bien, porque dio largas e injustificables razones para no entregar 
las ganancias ofrecidas, no podrá estimarse como la prueba apta y suficiente que respalde esa astucia 
para tramar el error, acaso se traduciría en el mero incumplimiento de un negocio de naturaleza civil, 
que puede demandarse en otra instancia, mas no exigirse corporalmente mediante sanciones penales. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017166  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXX/2018 (10a.)  
 
FILIACIÓN MATRIMONIAL Y EXTRAMATRIMONIAL. SU IGUALDAD DERIVA TANTO DE UNA 
INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS DERECHOS HUMANOS A LA IGUALDAD, A LA NO 
DISCRIMINACIÓN Y A LA PROTECCIÓN DE LA FAMILIA, COMO DEL PARÁMETRO 
ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
A pesar de no tener consagración constitucional expresa, la igualdad entre la filiación matrimonial y la 
extramatrimonial, deriva tanto de una interpretación sistemática de los derechos humanos a la 
igualdad, a la no discriminación y a la protección de la familia, como del parámetro establecido en el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En efecto, la igualdad de los 
hijos nacidos dentro y fuera del matrimonio se encuentra expresamente tutelada en el artículo 17, 
numeral 5, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que prevé que la ley debe 
reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera del matrimonio, como a los nacidos dentro 
de éste, la cual es parte integrante de nuestro ordenamiento jurídico, generando la obligación para el 
Estado Mexicano de evitar un trato diferenciado injustificado de los hijos con base en el estatus marital 
de sus padres o su ausencia al momento de su nacimiento. 
 
PRIMERA SALA 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017163  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXII/2018 (10a.)  
 
EQUIDAD TRIBUTARIA. EL TRATO LEGISLATIVO DIVERSO Y EL PARÁMETRO O TÉRMINO DE 
COMPARACIÓN, CONSTITUYEN ASPECTOS DIFERENTES ENTRE SÍ, QUE DEBEN TOMARSE 
EN CONSIDERACIÓN AL REALIZAR EL ANÁLISIS DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL DE 
NORMAS CONFORME A AQUEL PRINCIPIO. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que, para el examen de la 
constitucionalidad de una ley, a la luz del principio referido, es necesario valorar ciertos pasos lógicos 
de manera escalonada, entre los cuales se encuentra apreciar si existe una diferencia normativa de 
trato entre individuos o grupos, así como determinar si éstos están en una situación comparable, a 
través de la aplicación de un parámetro o término de comparación. El primero de esos pasos, es decir, 
el trato legislativo diverso, es aquel generado como consecuencia de las hipótesis jurídicas previstas 
en las normas reclamadas, al establecer supuestos que determinan un trato fiscal diferente a cada 
sujeto. El segundo, esto es, el término de comparación, generalmente lo configuran, en materia 
tributaria, las características propias de los sujetos –por ejemplo, las de personas físicas frente a las de 
personas morales– o las de la manifestación de riqueza gravada, ya sea por la fuente o por la actividad 
económica que se realiza –verbigracia, ingresos por salarios frente a enajenación de bienes–. En 
consecuencia, ambos conceptos se refieren a distintos aspectos, por lo que cada uno de ellos debe 
tomarse en consideración al realizar el análisis de regularidad constitucional de normas conforme al 
principio de equidad tributaria. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017162  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. LXIX/2018 (10a.)  
 
DERECHO A LA IDENTIDAD BIOLÓGICA. LA RESTRICCIÓN LEGAL AL CAMBIO FILIATORIO NO 
IMPLICA LA PROHIBICIÓN DE INDAGAR LA PATERNIDAD DE UNA PERSONA 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 377 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE COLIMA). 

 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el derecho a la 
identidad en su vertiente de conocimiento de los nexos biológicos de una persona está relacionado con 
el desarrollo adecuado de la personalidad, el derecho a la salud mental, así como con el derecho a 
conocer la información médica relevante derivada de las características genéticas propias. Asimismo, 
ha determinado que la relación de filiación no es una consecuencia necesaria del establecimiento de la 
verdad biológica, por lo que puede permitirse a una persona la indagatoria respecto a sus orígenes 
biológicos sin que necesariamente ello conlleve un desplazamiento filiatorio. En este sentido, la 
correcta interpretación del derecho a la identidad biológica en relación con el artículo 377 del Código 
Civil para el Estado de Colima, que establece que el término para deducir la acción de reclamación 
contra la filiación será de dos años, que comenzará a correr desde que el hijo sea mayor de edad, si 
antes de serlo tuvo noticia del reconocimiento y, si no la tenía, desde la fecha en que la adquirió, es en 
el sentido de que existe la prohibición para que el hijo reclame contra el reconocimiento de paternidad 
realizado a su favor tras determinado plazo, sin que ello implique, per se, la prohibición del ejercicio de 
las acciones indagatorias de paternidad, como las previstas en el artículo 388 del propio código, 
cuando van encaminadas a indagar los orígenes genéticos como una vertiente tutelada del derecho a 
la identidad. 
 
PRIMERA SALA 
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Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
st

a
d

e
lf

u
tu

ro
.o

rg
 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017161  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: XXII.P.A.19 P (10a.)  
 
DERECHO HUMANO A LA DOBLE INSTANCIA EN MATERIA PENAL EN EL SISTEMA 
ACUSATORIO Y ORAL. LOS ARTÍCULOS 461, 468 Y 480 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES, QUE REGULAN EL RECURSO DE APELACIÓN, SON 
CONFORMES CON LAS CONVENCIONES DEL SISTEMA REGIONAL INTERAMERICANO Y 
UNIVERSAL EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS. 

 
De una interpretación conforme del derecho a la segunda instancia previsto en los artículos 14, párrafo 
segundo, 17, párrafo segundo y 23 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
armonizados con los parámetros y requisitos a que se refieren los artículos 8, numeral 2, inciso h), de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 5, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, se concluye que en el sistema penal acusatorio y oral, el recurso de 
apelación regulado, entre otros, en los artículos 461, 468 y 480 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, constituye el remedio eficaz para la salvaguarda del derecho humano a la doble instancia que 
debe observarse dentro del marco del proceso penal como garantía mínima, para que toda persona 
inculpada de un delito tenga la oportunidad, antes de que la sentencia adquiera la calidad de cosa 
juzgada, de que se realice un reexamen completo e integral de la primera instancia, y se procure la 
corrección de la decisión, en caso de resultar contraria a derecho, lo que acontece ante un tribunal de 
alzada, órgano distinto y de mayor jerarquía orgánica que el tribunal de enjuiciamiento; entonces, 
dichos preceptos son conformes con las Convenciones del Sistema Regional Interamericano y 
Universal en materia de protección de derechos humanos. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017160  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: VII.2o.C.149 C (10a.)  
 
DERECHO DE PREFERENCIA EN MATERIA DE ALIMENTOS. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 
101 DEL CÓDIGO CIVIL VIGENTE EN EL ESTADO DE VERACRUZ, CONFORME A LOS 
PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 

 
El artículo señalado establece que los cónyuges e hijos gozan de un derecho de preferencia en 
materia de alimentos, en cuyo caso se encuentran facultados para demandar el aseguramiento de los 
bienes de quien tenga a su cargo el sostenimiento económico de la familia, a fin de hacer efectivo ese 
derecho; de ahí que una interpretación literal de la norma excluye a los acreedores alimentarios 
distintos de la cónyuge e hijos, al pago preferente de una pensión decretada con antelación a que la 
cónyuge e hijos demandan alimentos al deudor. Por tanto, desconocer el derecho de la persona que 
mantuvo una relación de matrimonio, concubinato o pareja estable, con su acreedor alimentario, a 
recibir alimentos por parte de éste una vez que contrajo nuevas nupcias, conlleva vulnerar los 
principios de igualdad y no discriminación y, por ende, transgredir los artículos 1o. y 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme a los cuales se establece la 
obligación de respetar y proteger los derechos humanos, como lo es el derecho a los alimentos. En tal 
virtud, la interpretación más armónica del artículo 101 citado, en relación con los preceptos 
constitucionales referidos, consiste en que el derecho preferente a recibir alimentos, no puede 
ejercerse respecto de los ex cónyuges, ex concubinos o ex parejas que gocen de una pensión 
alimenticia previamente determinada, por tratarse de un derecho ya adquirido, y no de una expectativa 
de derecho. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017158  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: XXII.P.A.22 P (10a.)  
 
DEFENSA TÉCNICA ADECUADA EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. LA FALTA DE ÉXITO 
DE LA TEORÍA DEL CASO PLANTEADA POR EL DEFENSOR DEL IMPUTADO, DERIVADA DE SU 
ACTUACIÓN, NO IMPLICA UNA VULNERACIÓN A ESTE DERECHO FUNDAMENTAL. 
 
La tutela del derecho de defensa técnica adecuada del imputado en un proceso penal acusatorio, 
previsto en el artículo 20, apartado B, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, interpretado armónicamente con los artículos 8, numeral 2, incisos d) y e), de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 3, incisos b) y d), del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, implica analizar su contenido formal y material, a la luz 
de los principios de interdependencia, indivisibilidad y progresividad, inmersos en el artículo 1o. de la 
Constitución Federal, lo que impone a las autoridades la obligación de verificar que toda sentencia 
condenatoria derive de un procedimiento justo, en igualdad de condiciones para el imputado, respecto 
del órgano acusador, por lo que el órgano de control debe estar al tanto de que no exista en el 
defensor una actitud pasiva del tal magnitud que sea tan evidente que prive de contenido material a 
este derecho fundamental, siendo que debe repararse esa violación, cuando ésta haya trascendido al 
sentido del fallo reclamado. Sin embargo, la falta de éxito de la teoría del caso planteada por su 
defensor, derivada de su actuación, no implica una vulneración a este derecho, ya que no puede 
llegarse al extremo de imponer al juzgador la carga de evaluar los métodos que el defensor emplea 
para lograr su cometido de representación, toda vez que el examen sobre si éste efectivamente llevará 
a cabo la estrategia más afín a los intereses del inculpado, escapa a la función jurisdiccional, pues eso 
rompería con el principio de libertad probatoria. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017157  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXIII/2018 (10a.)  
 
DOMICILIO FISCAL DE PERSONAS MORALES RESIDENTES EN EL PAÍS. EL ARTÍCULO 10, 
FRACCIÓN II, INCISO A), DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO DEFINE, NO VIOLA 
EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA, EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 

 
El artículo 110, fracción II, del Código Fiscal de la Federación establece que se impondrá sanción de 
tres meses a tres años de prisión, a quien rinda con falsedad al Registro Federal de Contribuyentes los 
datos, informes o avisos a que se encuentra obligado. Por su parte, el artículo 10, fracción II, inciso a), 
del ordenamiento citado prevé que se considera domicilio fiscal, en el caso de personas morales 
residentes en el país, el local en donde se encuentre la administración principal del negocio. Ahora 
bien, al analizar ambos preceptos, se estima que el artículo 10, fracción II, inciso a), del Código Fiscal 
de la Federación, que establece lo que debe considerarse como "domicilio fiscal", no viola el principio 
de seguridad jurídica en su vertiente de taxatividad, al apreciar un grado suficiente en cuanto a la 
claridad y precisión de la expresión "el local en donde se encuentra la administración principal del 
negocio", la cual se entiende como el primer lugar en estimación o importancia, anteponiéndose y 
prefiriéndose a otros, por lo que es factible obtener un significado sin confusión alguna, ya sea desde 
un lenguaje natural e incluso jurídico. Esto es, el propio código define de forma clara y precisa, sin 
ambigüedad en su interpretación, lo que debe entenderse por domicilio fiscal para el caso de las 
personas morales residentes en el país, con lo que se da certeza jurídica respecto del hecho delictivo 
previsto en el artículo 110, fracción II, citado y su consecuencia jurídica. 
 
PRIMERA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017156  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. LXII/2018 (10a.)  
 
CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO. LA LIBERTAD DE JURISDICCIÓN PARA 
DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN ENCUENTRA SU LÍMITE EN LA MATERIA DE ANÁLISIS EN 
EL JUICIO DE AMPARO. 

 
Para evaluar el debido y total cumplimiento de una sentencia de amparo, tratándose de autoridades 
jurisdiccionales, si bien deben atender puntualmente y en su totalidad los efectos precisados en 
aquélla, lo cierto es que éstos no están desvinculados de las consideraciones y de los razonamientos 
plasmados en la sentencia aludida; por tanto, las autoridades jurisdiccionales deberán atender a 
dichos efectos, en el entendido de que la libertad de jurisdicción para dictar una nueva resolución 
encuentra su límite en la materia de análisis en el juicio de amparo. 
 
PRIMERA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017155  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXVIII/2018 (10a.)  
 
CONTRATO DE SEGURO. EL ARTÍCULO 70 DE LA LEY RELATIVA NO VULNERA EL DERECHO 
A LA SEGURIDAD JURÍDICA. 

 
El precepto citado, al prever que las obligaciones de la empresa aseguradora quedarán extinguidas si 
demuestra que el asegurado, el beneficiario o los representantes de ambos, con el fin de hacerla 
incurrir en error, disimulan o declaran inexactamente hechos que excluirían o podrían restringir dichas 
obligaciones, no vulnera el derecho a la seguridad jurídica reconocido por los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que ofrece suficiente claridad sobre la 
conducta que da lugar a la extinción de las obligaciones de la aseguradora, referente a cuando el 
asegurado o el beneficiario, o su representante, al dar el aviso del siniestro, deliberadamente oculta los 
hechos tal cual ocurrieron o los hace ver en forma distinta a como sucedieron, porque configurarían 
alguna exclusión o limitación establecida en el contrato respecto de las obligaciones de la empresa; sin 
que resulte exigible que la disposición contenga con precisión un catálogo de casos que podrían 
constituir el disimulo o la narración inexacta de los hechos que den lugar a la extinción de las 
obligaciones de la aseguradora, pues además de que sería contrario a la técnica legislativa, su 
actualización depende de los términos y condiciones establecidos en cada contrato y se trata de una 
conducta que se revela a posteriori, luego de la investigación del siniestro hecha por la aseguradora. 
En todo caso, el declarante no es quien debe evitar disimulos o narraciones incorrectas, sino que 
corresponde a la aseguradora la carga de acreditar la conducta fraudulenta y destruir la presunción de 
buena fe en las declaraciones al hacer el aviso del siniestro, con los elementos que recabe al hacer la 
investigación extrajudicial de éste. Además, el verbo “disimular” no es subjetivo ni ambiguo con el fin 
de que las aseguradoras se deslinden de sus obligaciones, sino que describe una conducta de 
encubrimiento u ocultación fraudulenta que puede demostrarse con los elementos obtenidos en la 
investigación mencionada. 
 
PRIMERA SALA 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017154  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXVI/2018 (10a.)  
 
CONTRATO DE SEGURO. EL ARTÍCULO 70 DE LA LEY RELATIVA NO VULNERA EL DERECHO 
DE IGUALDAD. 

 
El precepto citado, al prever que las obligaciones de la empresa aseguradora quedarán extinguidas si 
demuestra que el asegurado, el beneficiario o los representantes de ambos, con el fin de hacerla 
incurrir en error, disimulan o declaran inexactamente hechos que excluirían o podrían restringir dichas 
obligaciones, no vulnera el derecho de igualdad, porque al establecer la reclamación fraudulenta como 
supuesto de decaimiento de las obligaciones de la aseguradora, la norma considera la diferencia entre 
aseguradora y asegurado en cuanto al conocimiento y experiencia en materia de seguros, pues tiene 
como premisa la investigación realizada por dicha empresa con motivo del aviso del siniestro, en el 
cual se entiende incluida la carga-facultad de requerir al asegurado, beneficiario o representante toda 
clase de información sobre los hechos relacionados con el siniestro, conforme al artículo 69 de la Ley 
sobre el Contrato de Seguro; así como que es a la aseguradora a quien corresponde la carga de 
demostrar la actuación de mala fe de quien dio el aviso de siniestro y, con ello, desvirtuar la presunción 
de buena fe que en principio debe prevalecer. Es decir, el artículo 70 de la ley mencionada, no busca 
dar una ventaja a las aseguradoras en perjuicio de sus asegurados, sino prever la consecuencia 
desfavorable de una declaración fraudulenta del siniestro, cuando ésta se advierta y demuestre 
suficientemente. 
 
PRIMERA SALA 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u

ri
st

a
d

e
lf

u
tu

ro
.o

rg
 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017153  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXVII/2018 (10a.)  
 
CONTRATO DE SEGURO. EL ARTÍCULO 70 DE LA LEY RELATIVA NO VIOLA EL DEBER DE 
PROTECCIÓN A LOS CONSUMIDORES. 

 
El precepto citado, al prever que las obligaciones de la empresa aseguradora quedarán extinguidas si 
demuestra que el asegurado, el beneficiario o los representantes de ambos, con el fin de hacerla 
incurrir en error, disimulan o declaran inexactamente hechos que excluirían o podrían restringir dichas 
obligaciones, no viola la libertad contractual en las relaciones de consumo o el deber de protección a 
los consumidores ordenado en el artículo 28, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, ya que se refiere al supuesto de la declaración fraudulenta, cuya demostración 
corre a cargo de la aseguradora, con pruebas suficientes para desvirtuar la presunción de buena fe 
que prevalece sobre las declaraciones efectuadas por el asegurado, el beneficiario o algún 
representante de éstos, al dar el aviso de siniestro, y dichas pruebas se entienden recabadas 
previamente en la investigación extrajudicial llevada a cabo por la empresa, como prestadora del 
servicio, a quien corresponde determinar técnicamente las circunstancias del siniestro y sus 
consecuencias; además de que el disimulo o las declaraciones inexactas deben recaer solamente en 
los hechos determinantes del siniestro que, de conocerse, configurarían alguna exclusión o limitación 
que harían decaer o al menos reducir las obligaciones de la empresa. Lo anterior, sobre la base de 
que la aseguradora, en el ejercicio de su facultad-carga de pedir toda clase de información a quien dio 
el aviso del siniestro, debe actuar profesionalmente y de buena fe, garantizando el derecho de 
información del usuario del servicio de seguro, mediante la formulación de cuestionarios que guíen 
sobre los hechos importantes o necesarios para conocer las circunstancias del siniestro y sus 
consecuencias, así como teniendo claridad y precisión en las comunicaciones con el usuario. 
 
PRIMERA SALA 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017152  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXV/2018 (10a.)  
 
CONTRATO DE SEGURO. EL ARTÍCULO 70 DE LA LEY RELATIVA NO CONTRAVIENE EL 
DERECHO DE AUDIENCIA NI EL DEBIDO PROCESO. 

 
El precepto citado, al prever que las obligaciones de la empresa aseguradora quedarán extinguidas si 
demuestra que el asegurado, el beneficiario o los representantes de ambos, con el fin de hacerla 
incurrir en error, disimulan o declaran inexactamente hechos que excluirían o podrían restringir dichas 
obligaciones, no contraviene el derecho de audiencia ni el debido proceso, pues no autoriza a la 
aseguradora para considerar la decadencia de sus obligaciones sin antes haber realizado la 
investigación correspondiente al siniestro, en la cual se incluye el deber de solicitar toda clase de 
información a los asegurados, que derive en prueba suficiente para desvirtuar la presunción de buena 
fe en las declaraciones realizadas al hacerse el aviso del siniestro por el asegurado, el beneficiario o el 
representante de ambos; es decir, la carga de la prueba contra dicha presunción corresponde a la 
aseguradora. Además, del artículo 70 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, no se advierte alguna 
expresión que pueda sugerir autorización a la aseguradora para dejar de comunicar al asegurado su 
decisión de rechazo y los motivos que tenga para considerar actualizado el supuesto previsto en esa 
disposición, antes bien, conforme al artículo 200 de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, 
es obligación de la aseguradora emitir la comunicación que explique en forma clara y precisa los 
motivos para negar la indemnización solicitada ante un siniestro, en respeto al derecho de información 
del usuario del servicio y por corresponder con las sanas prácticas en materia de seguros; asimismo, 
no impide que, en caso de litigio ante los tribunales, pueda alegarse y probarse en juicio contra la 
postura de la aseguradora sobre la actualización del supuesto de declaración fraudulenta. 
 
PRIMERA SALA 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017149  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: XVII.1o.C.T.66 L (10a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS SUSCITADOS ENTRE EL GOBIERNO 
DEL ESTADO DE CHIHUAHUA Y SUS TRABAJADORES DE CONFIANZA, RESPECTO DE LA 
DEVOLUCIÓN DE SUS APORTACIONES AL FONDO DE PENSIONES CUANDO SON 
SEPARADOS DEFINITIVAMENTE DE SU PUESTO. CORRESPONDE A LA JUNTA ARBITRAL DE 
DICHA ENTIDAD. 

 
De la interpretación sistemática de los artículos 73, 74, 75, fracción II, 163 y 164 del Código 
Administrativo del Estado de Chihuahua; así como de los diversos 1, 2, 3, 13, 19 y 67 de la Ley de 
Pensiones Civiles del Estado abrogada –aplicable al caso– se advierte que cuando un trabajador de 
confianza no tenga derecho a una pensión por antigüedad o invalidez, prevista por la ley citada en 
último término, al ser separado definitivamente del servicio, tiene derecho a que se le reintegre su 
aportación al fondo de pensiones, cuando ésta surja precisamente por la relación de trabajo entre el 
Gobierno del Estado y el asegurado; por ende, la competencia para conocer de esta prestación 
corresponde a la Junta Arbitral para los Trabajadores al Servicio de aquél, al ser la autoridad facultada 
para conocer de los juicios suscitados entre una unidad burocrática y sus trabajadores. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017148  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XII.C.20 C (10a.)  
 

COMISIÓN DE PERITOS VALUADORES DEL ESTADO DE SINALOA. NO TIENE FACULTADES 
PARA DICTAR ACUERDOS ADMINISTRATIVOS CON NATURALEZA VINCULANTE PARA EL 
PODER JUDICIAL. 
 

Cuando se reclama la ilegalidad del Acuerdo que establece el arancel para los peritos oficiales en 
materia de valuación y dictaminación de bienes muebles e inmuebles en general para el Poder Judicial 
del Estado de Sinaloa, publicado en el Periódico Oficial Local el 8 de junio de 2016, sustentada en la 
existencia del decreto previo, publicado por el Poder Ejecutivo Estatal en el Periódico Oficial referido el 
10 de febrero de 2016, en el que se estableció el arancel para el cobro de honorarios por concepto de 
la determinación del valor de los bienes; pues éste en modo alguno vincula al Poder Judicial del 
Estado de Sinaloa, porque su ámbito de competencia se enfoca a las áreas administrativas del 
Gobierno del Estado. Ese arancel se fundamenta en el artículo 12, fracción VII, del Reglamento del 
Registro de Peritos Valuadores para el Estado de Sinaloa, que señala: "Son facultades de la Comisión 
de Peritos Valuadores: ...VII. Autorizar, a los peritos, el arancel que tendrán derecho a cobrar como 
honorarios.", y en el acuerdo de la reunión de 26 de enero de 2016 de la Comisión de Peritos 
Valuadores. Además, ese reglamento, a su vez, se expidió con fundamento, entre otros, en 
disposiciones propias de la Ley Orgánica de la Administración Pública y de la Ley de Catastro, ambas 
para el Estado de Sinaloa, lo que infiere que su ámbito competencial sea de naturaleza administrativa, 
puesto que el registro de peritos valuadores estará a cargo del Instituto Catastral del Estado de 
Sinaloa, como se prevé en el capítulo I denominado "Del registro de peritos valuadores", cuyo artículo 
1o. dispone: "Artículo 1o. Se establece el Registro de Peritos Valuadores del Estado de Sinaloa, 
siendo de orden público e interés general su función, el cual estará a cargo del Instituto Catastral del 
Estado de Sinaloa.", quien, a su vez, se auxiliará de la Comisión de Peritos Valuadores, en términos 
del artículo 11 del reglamento citado; de ahí que, se reitera, su ámbito competencial es meramente 
administrativo, puesto que la legislación civil con toda nitidez señala que la lista oficial de peritos está a 
cargo, de manera exclusiva, del Tribunal Superior de Justicia del Estado; sin que, por otro lado, dicha 
comisión de peritos que emitió el arancel invocado, cuente con facultades para dictar acuerdos 
administrativos con naturaleza vinculante para el Poder Judicial, ya que conforme al artículo 12, 
fracción III, del reglamento señalado, lo más que le pudiera corresponder a dicha comisión, sería 
realizar propuestas al Poder Ejecutivo sobre posibles reformas legales para regular el servicio de los 
peritos valuadores, mas nunca al extremo de imponer al Poder Judicial del Estado, regulaciones en 
materia de prueba pericial y de peritos oficiales. En ese contexto, la comisión aludida se excedió en 
sus atribuciones al señalar en el acuerdo, por ejemplo: "Notas: ...2. Se entiende por avalúo pericial al 
avalúo que rinda el perito en cualquier etapa de un proceso o su fase de ejecución ante el Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado de Sinaloa, Poder Judicial de la Federación, Tribunal Unitario Agrario o 
cualesquiera de los tribunales legalmente establecidos y que tenga por objeto estimar, cuantificar o 
valorar bienes de cualquier tipo, servicios, derechos y obligaciones sometidos a su consideración, ya 
se sea (sic) por nombramiento privado o de autoridad competente."; pues extiende su ámbito de 
aplicación al Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sinaloa, Poder Judicial de la Federación, 
Tribunal Unitario Agrario o cualquiera de los tribunales legalmente establecidos, esto es, al ámbito 
jurisdiccional; lo cual, sin lugar a dudas, se reitera, excede sus facultades que se limitan a la esfera 
administrativa. 
 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO SEGUNDO CIRCUITO. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017146  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: XXII.P.A.20 P (10a.)  
 
APELACIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. LOS ARTÍCULOS 461, 468 Y 480 DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, AL ADOPTAR UN SISTEMA 
RESTRINGIDO DE DICHO RECURSO, NO VULNERAN LOS ARTÍCULOS 8, NUMERAL 2, INCISO 
H), DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS Y 14, NUMERAL 5, DEL 
PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS Y, POR ENDE, SON 
CONVENCIONALES. 

 
Los artículos 461, 468 y 480 del Código Nacional de Procedimientos Penales, al adoptar un sistema 
restringido del recurso de apelación en el proceso penal acusatorio, no vulneran los artículos 8, 
numeral 2, inciso h), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 5, del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y, por ende, son convencionales, pues resultan 
acordes con la interpretación supranacional de que los Estados tienen un margen de apreciación para 
regular el ejercicio de la doble instancia, siempre que las restricciones y requisitos que se impongan no 
infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir el fallo; en el caso, los preceptos nacionales citados 
prohíben extender el examen de la decisión recurrida a cuestiones no planteadas o más allá de los 
límites del recurso y señalan que su materia serán las consideraciones distintas a la valoración de la 
prueba, siempre y cuando no comprometan el principio de inmediación; por lo que, al ser procedente la 
apelación, se otorga al tribunal de alzada la facultad para revocar el fallo, y hacer una revisión 
completa del caso, incluso ante la ausencia de agravios, donde se autoriza al órgano de superior 
jerarquía a suplir la queja deficiente cuando advierta que hubo violaciones graves con trascendenc ia 
en el proceso o violaciones a derechos fundamentales, sin restricción específica del acto procesal en 
el que se haya advertido la violación, dotando de jurisdicción al órgano revisor, para que, de ser el 
caso, reponga el procedimiento con el objeto de repararlo, lo que reivindica el derecho formal y 
material del sentenciado a recurrir el fallo ante un tribunal superior que examine todas las cuestiones 
hechas valer en los agravios y esas otras violaciones trascendentes, lo que se traduce en un 
reexamen completo de la decisión de origen. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 15 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017145  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 15 de junio de 2018 10:21 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: XXII.P.A.21 P (10a.)  
 
APELACIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. EL SISTEMA RESTRINGIDO DE ESTE 
RECURSO, CONTENIDO EN EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMENTOS PENALES, 
GARANTIZA EL EXAMEN INTEGRAL DE LA DECISIÓN CON EL DEBER DE PROTEGER LAS 
GARANTÍAS JUDICIALES Y EL DEBIDO PROCESO, POR LO QUE NO VULNERA LOS 
ARTÍCULOS 8, NUMERAL 2, INCISO H), DE LA CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS Y 14, NUMERAL 5, DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y 
POLÍTICOS. 

 
El artículo 461 del Código Nacional de Procedimientos Penales dispone que el tribunal de alzada que 
deba resolver el recurso de apelación, sólo podrá pronunciarse sobre los agravios expresados por los 
recurrentes, sin extender el examen de la decisión recurrida a cuestiones no planteadas en ellos; por 
su parte, el diverso artículo 468, fracción II, del propio código, establece que la sentencia definitiva es 
apelable, en relación con aquellas consideraciones distintas a la valoración de la prueba, siempre y 
cuando no comprometan el principio de inmediación. Ahora bien, este sistema restringido no es 
arbitrario ni contrario a la interpretación de las cláusulas convencionales armonizadas y de protección 
maximizada con las garantías judiciales y el debido proceso previstas a nivel constitucional, porque el 
que se ciña al examen de los agravios que las partes hagan valer, sin ir más allá de lo expresado, 
encuentra su justificación en el hecho de que conforme al artículo 10 del código mencionado, se 
dispone como principio del sistema acusatorio que todas las partes que intervengan en el 
procedimiento penal reciban el mismo trato procesal y tengan las mismas oportunidades para sostener 
la acusación o la defensa, a fin de asegurar la igualdad sobre la base de la equidad en el ejercicio de 
sus derechos, por lo que la restricción es compatible con los fines del sistema penal acusatorio y 
conforme con el principio de inmediación, lo que atiende a que el tribunal de enjuiciamiento es el 
asignado de inmediar las pruebas, incorporándolas en contradictorio al juicio oral, lo que le permite 
valorarlas con plena jurisdicción, siendo congruente la restricción con los fines del sistema penal 
acusatorio nacional, el cual exige que toda audiencia se desarrolle íntegramente ante la presencia del 
órgano jurisdiccional de primera instancia y prohíbe expresamente que dicho órgano delegue en 
persona alguna la admisión, desahogo y valoración de las pruebas, teniendo la apelación como 
finalidad verificar si el a quo actuó conforme a derecho y apegado a los principios de valoración 
probatoria; sin que eso implique que no pueda calificar la legalidad de las consideraciones y la forma 
en que el órgano inferior valoró las pruebas, a efecto de detectar irregularidades que hayan afectado al 
proceso o a la sentencia misma, lo que respeta lo establecido en los artículos 8, numeral 2, inciso h), 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 5, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, que evitan que el derecho humano a la doble instancia se vuelva ilusorio, 
siendo relevante que tenga como efecto útil garantizar el examen integral de la decisión recurrida con 
el deber especial de proteger las garantías judiciales y el debido proceso. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. CUANDO LA ACTUACIÓN 
RECLAMADA DERIVE DE UN PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL, DEBEN DESCONTARSE DEL 
PLAZO PREVISTO PARA AQUÉLLA LOS DÍAS EN LOS QUE LA AUTORIDAD JUDICIAL 
RESPONSABLE SUSPENDA SUS LABORES POR CAUSAS DE FUERZA MAYOR O POR GOZAR 
DE SU PERIODO VACACIONAL, INCLUSIVE, SI EL ACTO RECLAMADO ES UNA LEY 
HETEROAPLICATIVA [INTERPRETACIÓN EXTENSIVA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 9/2018 
(10a.)]. 

 
De conformidad con la interpretación extensiva de la jurisprudencia citada y de la diversa 3a. 42, 
pronunciadas en su orden por la Segunda Sala y la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, así como de los derechos de acceso a la justicia y adecuada defensa, se colige 
que es indispensable el acceso al expediente del que deriva el acto de autoridad que se estima 
violatorio de derechos fundamentales. Por tanto, cuando la actuación reclamada en el amparo indirecto 
derive de un procedimiento jurisdiccional, deben descontarse del plazo previsto para la ampliación de 
la demanda los días en los que la autoridad judicial responsable suspenda sus labores por causas de 
fuerza mayor o por gozar de su periodo vacacional ello, inclusive, si el acto reclamado se trata de una 
ley con carácter heteroaplicativo, pues la eventual individualización condicionada de la norma 
impugnada se verá materializada en un acto jurisdiccional; luego entonces, hasta que se tenga acceso 
a los autos, la quejosa podrá conocer las razones que llevaron a la autoridad a la aplicación de la 
norma, así como las consecuencias que pudo irrogar en su esfera jurídica, obteniendo entonces la 
posibilidad de esgrimir los conceptos de violación que estime conducentes para refutar la 
constitucionalidad de la legislación de mérito. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO. 
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AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN. NO SE ACTUALIZA SU 
IMPROCEDENCIA POR NO AGOTARSE EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD RESPECTO DE LA 
RESPUESTA EMITIDA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE AL RENDIR SU INFORME 
JUSTIFICADO, SI SE ADMITIÓ LA AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA EN SU CONTRA. 
 
En congruencia con lo determinado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en las jurisprudencias 2a./J. 149/2006 y 2a./J. 205/2008, de rubros: "DEMANDA DE AMPARO. EL 
QUEJOSO PUEDE AMPLIARLA PARA IMPUGNAR LA RESPUESTA DE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE, DURANTE LA TRAMITACIÓN DE UN JUICIO DE GARANTÍAS PROMOVIDO POR 
VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN." y "CESACIÓN DE EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO 
POR VIOLACIÓN AL ARTÍCULO 8o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. OPERA CUANDO LA AUTORIDAD RESPONSABLE AL RENDIR SU INFORME 
JUSTIFICADO EXHIBE LA CONTESTACIÓN A LA PETICIÓN FORMULADA, QUEDANDO 
EXPEDITOS LOS DERECHOS DEL QUEJOSO PARA AMPLIAR SU DEMANDA INICIAL, 
PROMOVER OTRO JUICIO DE AMPARO O EL MEDIO ORDINARIO DE DEFENSA QUE 
PROCEDA.", respectivamente, este Tribunal Colegiado de Circuito considera que no se actualiza la 
causal de improcedencia del juicio de amparo, prevista por el artículo 61, fracción XX, de la ley de la 
materia, por no agotarse el principio de definitividad respecto de la respuesta emitida por la autoridad 
responsable al rendir su informe justificado en un juicio de amparo promovido por violación al derecho 
de petición, si se admitió la ampliación de la demanda contra esa contestación, en virtud de que sería 
un contrasentido que, tras haberse admitido ésta a trámite, en la sentencia se determinara la 
inejercitabilidad de la acción por no agotar previamente los recursos ordinarios procedentes, en tanto 
que el quejoso conoció dicho acto durante la tramitación del juicio constitucional, en el cual se le otorgó 
–por economía procesal–, la oportunidad de reclamarlo y, en ese contexto, resultaría denegatorio de 
justicia que, con posterioridad, al dictarse la sentencia, el Juez considere que debió accionar 
previamente los medios ordinarios de defensa pues, se insiste, es justamente en cumplimiento a lo 
determinado jurisprudencialmente por el Alto Tribunal que tuvo la oportunidad de impugnar ese acto, 
mediante la ampliación de la demanda. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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ACUERDO QUE ESTABLECE EL ARANCEL PARA LOS PERITOS OFICIALES EN MATERIAS DE 
VALUACIÓN Y DICTAMINACIÓN DE BIENES MUEBLES E INMUEBLES EN GENERAL PARA EL 
PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SINALOA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL LOCAL 
EL 8 DE JUNIO DE 2016. EL PLENO DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO, 
ESTÁ FACULTADO CONSTITUCIONAL Y LEGALMENTE PARA EMITIRLO DE MANERA 
IMPLÍCITA. 

 
El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sinaloa cuenta con facultades para expedir el 
acuerdo citado, pues si dicho tribunal es quien reglamenta y emite (autoriza) la lista de peritos oficiales 
en materias civil y familiar del Poder Judicial, a la que se sujetarán los expertos oficiales, conforme a 
las facultades que le confieren los artículos 104, fracciones IX y X, de la Constitución Política del 
Estado y 19, fracciones II y III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado; entonces, de manera 
implícita también está facultado para emitir el arancel para los peritos oficiales del Poder Judicial, 
respecto de los designados por él, pues esta facultad emana del artículo 19, fracción III, referido, en 
cuanto a su atribución de dictar las medidas que estime convenientes para que la administración de 
justicia sea honesta, pronta, completa e imparcial, ya que ante la falta de ordenamiento legal y 
reglamentario sobre el tema del arancel, en relación con la remuneración que deben recibir los peritos 
oficiales por él designados, por la prestación de sus servicios profesionales, como coadyuvantes de la 
administración de justicia, cuenta con facultades para emitir disposiciones que regulen ese vacío, 
puesto que como se advierte de los artículos 242 y 243 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado, a diferencia de los honorarios pactados por las partes con los peritos por ellos designados, los 
de los expertos oficiales son fijados por el Supremo Tribunal de Justicia, lo que constituye una medida 
que tiene como fin último garantizar una impartición de justicia imparcial y honesta. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
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ACUERDO QUE ESTABLECE EL ARANCEL PARA LOS PERITOS OFICIALES EN MATERIAS DE 
VALUACIÓN Y DICTAMINACIÓN DE BIENES MUEBLES E INMUEBLES EN GENERAL PARA EL 
PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SINALOA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL LOCAL 
EL 8 DE JUNIO DE 2016. ES DE NATURALEZA AUTOPLICATIVA. 
 
De conformidad con el acuerdo que establece el arancel citado, el perito oficial deberá ajustar el cobro 
de sus honorarios; asimismo, el Juez de Primera Instancia del Poder Judicial del Estado de Sinaloa, 
será quien autorice o no la planilla presentada por dicho profesionista. De manera que, si el juzgador 
tiene la facultad de autorizar el pago de honorarios a los peritos oficiales en materias de valuación y 
dictaminación de bienes muebles e inmuebles en general; entonces, el acuerdo aludido es de 
naturaleza autoaplicativa, porque con su sola entrada en vigor los peritos oficiales, es decir, aquellos 
registrados y autorizados por el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, están obligados a 
ajustar sus honorarios al arancel en cuestión, sin que ese imperativo esté sujeto a condición alguna, 
esto es, no se requiere que exista un acto o hecho jurídico, a partir del cual surja el deber de cumplir 
con la obligación establecida en el acuerdo analizado. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
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